
12 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2006.

LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE DICTÁMENES EN CARTERA:

A.- DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES, CON RELACIÓN A UN OFICIO DEL EJECUTIVO DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL SE MANIFIESTA QUE NO TIENE INCONVENIENTE PARA QUE EL CONGRESO DEL ESTADO OTORGUE AL CIUDADANO FERNANDO OROZCO LARA, FIAT PARA EL EJERCICIO NOTARIAL EN EL DISTRITO DE PARRAS.

B.- DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DEL AGUA, CON RELACIÓN A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE “AGUAS DE SALTILLO”, PLANTEADA POR EL DIPUTADO JORGE ARTURO ROSALES SAADE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “VICENTE FOX QUESADA” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

C.- DICTAMEN PRESENTADO POR LAS COMISIONES UNIDAS DE DESARROLLO SOCIAL Y DE ASUNTOS MUNICIPALES, CON RELACIÓN A UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE “MUNICIPIOS DE ALTA MARGINACIÓN Y POBREZA, PRESENTADO POR EL DIPUTADO RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y soberano de Coahuila de Zaragoza,  en relación al Oficio del Ejecutivo del Estado, mediante el cual manifiesta que no tiene inconveniente para que esta Soberanía otorgue al C. Fernando Orozco Lara, Fiat  para el ejercicio Notarial en el Distrito de Parras, en virtud de haber satisfecho todos los requisitos que establece la Ley del Notariado del Estado; y,

R E S U L T A N D O.

PRIMERO.- En sesión celebrada por la Diputación Permanente con fecha 29 de Agosto del año en curso, se dispuso turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el oficio a que se ha hecho referencia y la documentación anexa al mismo.

SEGUNDO.- El oficio número 1742/2006  de fecha 21 de  agosto del año en curso, suscrito por el C. Gobernador Constitucional del Estado, dice literalmente:

“H. CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

 PALACIO DEL CONGRESO

P R E S E N T E.​

En virtud de que el C. Fernando Orozco Lara, ha cumplido con todos los requisitos que señala la Ley del Notariado del Estado, para que les sea otorgado el FIAT para el ejercicio notarial en el Distrito de Parras, con residencia en la Ciudad de Parras, Coahuila, éste Ejecutivo a mi cargo con fundamento en el artículo 100 de la citada Ley del Notariado, no tiene inconveniente que ese H. Cuerpo Legislativo le otorgue el Fiat para ejercicio notarial en el Distrito antes mencionado.

Reitero a Ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.”

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN 

EL GOBERNADOR DEL ESTADO

PROF. HUMBERTO MOREIRA VALDÉS​

                                              ( Rúbrica )

 EL SECRETARIO DE GOBIERNO

OSCAR PIMENTEL GONZÁLEZ

                    ( Rúbrica )

C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO.-  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de conformidad  con los artículos 258 fracciones VI y X,  96, 97, 102, fracción I, 103 fracción XV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,  es competente para emitir el dictamen siguiente:

SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 1º de la Ley del Notariado vigente en el Estado, el ejercicio del Notariado es una función de orden público; está a cargo del Ejecutivo del Estado y, por delegación, se encomienda a profesionales del Derecho, en virtud del fiat que para el efecto les otorga el Congreso del Estado.

Dada la fe pública de que están investidos los Notarios merced al fiat que para el efecto se les autoriza, es necesario que satisfagan una serie de requisitos a fin de garantizar que su actuación será honesta y profesional; por lo cual, el Poder Público representado por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, intervienen en el procedimiento a fin de autorizar a un aspirante el ejercicio de la función notarial.

Así las cosas, de conformidad con el artículo 76 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, para obtener la patente de aspirante a Notario, el interesado deberá satisfacer los requisitos siguientes:

“ I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos;

II.- Tener el título de abogado o licenciado en derecho, expedido por facultad o escuela reconocida oficialmente; y registrado en la Dirección General de Profesiones y en el Supremo Tribunal de Justicia del Estado;

III.- Tener cuando menos 3 años de experiencia en la práctica de la profesión de abogado, posteriores a lo señalado en la Fracción anterior;

IV.- Haber desarrollado una práctica ininterrumpida en alguna Notaría cuando menos por un lapso de un año, salvo el caso de que el Notario dejare de ejercer sus funciones por los motivos previstos por esta Ley; tiempo que se computará con la que se realice en otra Notaría;

V.- No padecer enfermedad habitual o permanente que impida el uso de las facultades mentales o incapacidad física que se oponga al ejercicio del notariado.

VI.- Acreditar haber tenido y tener buena conducta;

VII.- No haber sido condenado por delito intencional;

VIII.- No haber sido cesado del ejercicio de Notario en la República;

IX.- No haber sido declarado en quiebra o concurso de acreedores, salvo que haya sido rehabilitado;

X.- No ser Ministro de culto religioso;

XI.- Aprobar el examen de aspirante a Notario; y

XII.- Pagar en la Tesorería General del Estado los derechos que señala la Ley de Hacienda para presentar el examen y los correspondientes a la expedición de la patente, en su caso.

(ADICIONADO, P.O. 24 DE OCTUBRE DE 1980)
El Ejecutivo del Estado podrá, a solicitud del interesado, dispensar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones III, IV, y XI, cuando considere que el solicitante, esté suficientemente capacitado para el ejercicio de la función Notarial.”

Ahora bien, conforme al artículo 77 de la ley en cita, el C. Licenciado Fernando Orozco Lara, justificó ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos, con la copia certificada de su acta de nacimiento, de la cual se desprende que nació en la Ciudad de Parras, Coahuila, hijo de padres mexicanos; acreditó también  su calidad de Licenciado en Derecho, con la copia del título correspondiente, expedido por la Universidad de Monterrey, del vecino Estado de Nuevo León; con fecha 23 ( veintitrés ) de enero de dos mil tres; con la sentencia definitiva número 157/2006, de fecha nueve de agosto del año en curso, pronunciada por el C. Juez de Primera Instancia en Materia Civil y Familiar del Distrito Judicial de Parras, demostró tener experiencia por lo menos de tres años en la práctica de la profesión de abogado; además, no padecer enfermedades que le impidan el ejercicio del notariado, tener buena conducta, no haber sido condenado por delito intencional, no haber sido cesado del ejercicio del notariado en alguna otra entidad federativa, no haber sido declarado en quiebra o concurso de acreedores y no ser ministro de culto; así mismo, con los oficios números 1733 y 1734, suscritos por el C. Gobernador del Estado y refrendados por el C. Secretario de Gobierno; probó que con fundamento en los artículos 76 fracción XI y 90 fracción IV de la Ley del Notariado, se le dispensaron los exámenes de aspirante a Notario y de selección.

TERCERO.- El C. Gobernador Constitucional del Estado y el C. Secretario de Gobierno, remitieron al H. Congreso del Estado, Oficio número 1742/2006, de fecha 21 de Agosto del año en curso,  mediante el cual hicieron saber a esta Soberanía, con fundamento en el artículo 100 de la Ley del Notariado, que el Ejecutivo del Estado no tiene inconveniente para que se otorgue al C. Licenciado Fernando Orozco Lara el Fiat de Notario para ejercer el Notariado en el Distrito de Parras. El artículo 100, que sirve de fundamento a la Opinión favorable del Ejecutivo del Estado, dice literalmente:

“ ARTICULO 100.- Cumplidos los requisitos a que se refiere el Artículo 90 de esta Ley, el Ejecutivo del Estado, emitiendo opinión, remitirá el expediente al Congreso del Estado, quien expedirá el Decreto correspondiente otorgando el Fiat para ejercer el Notariado, el cual se sancionará por el Ejecutivo y ordenará su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.”

Establecido lo anterior, y toda vez que el interesado Licenciado Fernando Orozco Lara ha satisfecho los requisitos del artículo 76 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila para obtener la patente de aspirante a Notario, misma que le fue otorgada por el Ejecutivo del Estado mediante Acuerdo de fecha catorce de agosto de 2006, según se acredita con el Oficio número 1732/2006 de la Sub Secretaría de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gobierno; y, de  que el propio Ejecutivo, con fecha 21 de agosto del año en curso, con fundamento en el artículo 100 de la Ley del Notariado vigente en el Estado, emitió Opinión favorable para que el Congreso del Estado expida el Decreto correspondiente a efecto de que se le otorgue al C. Licenciado Fernando Orozco Lara el Fiat para ejercer el Notariado en el Distrito de Parras, por las razones antes apuntadas, resulta pertinente poner a la consideración  de este Congreso el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se concede el Fiat para ejercer el Notariado en el Distrito de Parras, Coahuila,  al Licenciado Fernando Orozco Lara.

ARTÍCULO SEGUNDO.-  Comuníquese el presente Decreto al Ejecutivo del Estado para los efectos de los Capítulos Quinto y Sexto del Título Segundo de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO TERCERO.- Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de septiembre  de 2006. 
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Dictamen de la Comisión del Agua de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Aguas de Saltillo” planteada por el Diputado, Jorge Arturo Rosales Saade del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional: y, 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 03 de abril del año en curso, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el promovente, en representación del Grupo Parlamentario  Vicente Fox Quesada, relativa a “a diversas quejas y denuncias que presenta una asociación ciudadana en contra de Aguas de Saltillo”. 

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión del Pleno del Congreso, celebrada el día 04 de abril del presente año; habiéndose acordado turnarla a la Comisión del Agua para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición se   plantea un número variado de inquietudes y quejas, que el mismo diputado Rosales ofrece en documento anexo a su Proposición, entre otros: acusaciones contra AGSAL, por supuesta falta de transparencia en sus documentos, aumentos indebidos de tarifas, maltratos a los trabajadores, sobre explotación de los pozos que abastecen de agua a la ciudad, incumplimiento de metas, violación del derecho humano al agua, modificaciones no publicadas a los contratos entre AGSAL y el Ayuntamiento, además de otras cosas. 

Cuarto.- En la sesión en que se trató la Proposición comentada, el promovente había solicitado que se enviara la misma a diversas comisiones por tratarse de distintas materias a analizar; pero, por acuerdo el Pleno se decidió enviarla de manera concentrada a la Comisión del Agua. Y, 

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión del Agua es competente para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97, 113,  y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. Y por que así se acordó por el Pleno de la Legislatura.

Segundo.- Que  debe aclararse que inicialmente y durante largo tiempo, no fueron presentadas las pruebas para acreditar los supuestos hechos señalados en el documento anexo que ofreció el promovente. Tampoco las presentaron los interesados de  parte de la Asociación.  Lo que motivó el atraso en la elaboración del dictamen respectivo. Esto a pesar de que la Asociación denominada AUAS, manifestaba en el punto tercero de su documento, lo siguiente: “Disponemos de los documentos correspondientes que sustentan la información aquí presentada, los cuales están a disposición de los interesados”. Es decir, los tenía a disposición, pero no fueron anexados para el sustento de la Proposición del Legislador, Rosales Saade. 

Tercero.-  Que esta Comisión por conducto de su coordinadora envío en fecha 27 de Junio del presente al Promovente, un oficio donde le pedimos nos haga entrega de las pruebas que acreditan los hechos vertidos y que él mismo, en todo caso, las requiera a la citada Asociación.

Un mes después de esta fecha, y luego de que la misma Comisión del Agua se viera en la apremiante necesidad  de fijar un término definitivo para la entrega de las pruebas, señalando el día 31 de Julio  a las tres de la tarde como el plazo fatal.  Ante esto, finalmente, la Señora Gloria Tobón de Garza, representante de la organización, se presentó en la fecha mencionada en la oficina del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” a entregar una carpeta con 680 fojas útiles y un disco CD con supuestas evidencias de tipo gráfico. 

Cuarto.- Que esta dictaminadora ha analizado las pruebas y documentos presentados.

En esta circunstancia, y por tratarse de hechos diversos de distinta materia,  es esencial considerar  que deben ser valoradas las cosas en toda su extensión de competencia, nivel, institucionalidad, autonomía y estado de derecho.  Esta dictaminadora estima que no todas las cosas o violaciones a la Ley que se cometen a diario por instituciones o servidores públicos, pueden ser motivo para obviar, ignorar o suprimir a las instituciones, leyes e instancias que para cada caso particular fueron creadas.  ¡La ignorancia de la Ley no exime de su cumplimiento!.  –dice una máxima jurídica- Así mismo, el no ejercer los derechos en la vía indicada, tampoco nos da la facultad de ignorar la competencia de las instituciones que para cada materia y universo de cosas fueron creadas.

Por lo anterior, se debieron analizar las demandas de los interesados a conciencia, desglosando las cuestiones de carácter legal y, aquellas que presuponen cuestiones de hecho y de competencias diversas.

Para mejor claridad del análisis realizado, se presenta en el mismo orden en que se le pidió al Diputado Rosales Saade que presentara las evidencias:

De la Parte Introductoria de su Documento:

1.- Lo referente a aumentos indebidos de tarifas: las pruebas que posean al respecto. 

Se analizaron los argumentos y las evidencias presentadas, especialmente el acta de cabildo del 22 de octubre de 2004 (acuerdo 154/25/2004) Donde el Ayuntamiento saltillense acuerda una disminución de tarifas por diversas irregularidades detectadas.

Es de considerar como prueba fehaciente lo relativo a la resolución de la PROFECO nacional, emitida el 15 de mayo de 2006, por la queja de 177 usurarios afectados por los aumentos de AGSAL y donde se aplicó una multa de $1.6 millones de pesos al organismo recurrido.

De esto, deben aclararse dos cosas, Primero: es evidente que han existido aumentos indebidos de tarifas por parte de AGSAL, lo que se demuestra con las resoluciones que se comentan. Segundo: También es de hacer notar que los afectados recurrieron a las instancias correspondientes, primero el ayuntamiento que determinó las acciones ya descritas, y posteriormente, al considerar los quejosos que no se estaban devolviendo las cantidades justas acudieron a la PROFECO. Es decir, ya hubo una acción legal y jurisdiccional en contra de AGSAL con resultados evidentes que aún continúan consumándose en el tiempo a la fecha actual.

2.- Cortes al servicio de agua: ¿A quiénes le hicieron esos cortes, documentos que acrediten su ilegalidad?... 

Señala la parte quejosa, que se aplican cortes de agua a los usuarios por mora en sus pagos, esto conforme a la Ley Para los Servicios de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado del Estado de Coahuila.  En su artículo 84. Y refieren que esto contraviene el art. 121 de la Ley General de Salud y el 101 de la propia Ley Estatal de Salud que dicen en resumen: 

121.. Las personas que intervengan en el abastecimiento de agua no podrán suprimir la dotación de servicios de agua potable y avenamiento de los edificios habitados, excepto en los casos que determinen las disposiciones generales aplicables.

101.- Los organismos o entidades  que intervengan en el abastecimiento de agua no podrán suprimir  la dotación de servicios de agua potable y avenamiento de los edificios habitados, excepto en los casos que determinen las disposiciones legales aplicables.

Analizados los argumentos, se desprende que: La frase última de los dos artículos citados, establece la excepción a lo que determinen las leyes aplicables, esto puede ser en todo caso, lo referente a las facultades hacendarias que poseen los ayuntamientos y el estado para hacer efectivos los cobros por sus servicios.  Presuponer que los organismos del agua no pueden cortar el agua a nadie bajo el argumento legal esgrimido, provocaría un precedente y un caos fiscal y recaudatorio de enorme magnitud. Con el tiempo, serían miles de usuarios los que se acogerían a ese “supuesto beneficio”. 

Finalmente, debe anotarse con claridad que el estado de Coahuila es Autónomo en sus derechos de recaudación fiscal que le permite la Constitución General de la República, igualmente los son los municipios conforme al Art. 115 de la misma.  Y que no sólo la Ley de Agua y Alcantarillado establece estas atribuciones “presumiblemente contradictorias”, también están previstas en el Código Financiero del Estado y el Código Municipal del mismo, así como en  la inmediata Ley Superior denominada, Constitución Política del Estado de Coahuila.

Y en todo caso, la Ley General de Salud debiera ser coincidente con las atribuciones municipales y estatales previstas en la Constitución General de la República.

Por lo anterior, esta dictaminadora no encuentra contradicción alguna. 

3.- Malos tratos: ¿A quiénes, basados en qué pruebas, qué tipo de malos tratos?

Se presentaron ante esta dictaminadora diversos señalamientos históricos acerca de protestas o inconformidades de trabajadores o ex trabajadores de AGSAL en fechas diversas, la Asociación anexa como pruebas algunas notas de prensa de distintos medios de comunicación de Saltillo, esto en el disco CD, que ya se mencionó anteriormente. 

Es de reconocer que los hechos y las fechas son precisos, y los acreditan con las gráficas y notas anexadas, donde se aprecian diversos conflictos de tipo laboral entre trabajadores del organismo y directivos de la empresa. 

Sin embargo, debe señalarse que, los conflictos laborales son competencia de las instancias y autoridades designadas para ellos, sean estas las juntas locales de conciliación y arbitraje, las propias juntas de conciliación federales o, el Tribunal Para Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila.  La violación de los derechos laborales se tutela por las leyes respectivas, como la Ley Federal del Trabajo, o el Estatuto para Trabajadores al Servicio del Estado, según sea el caso particular y los acuerdos entre patrones y sindicatos. Cuentan además los trabajadores de AGSAL con un Sindicato que lo es para la defensa de sus derechos comunes y elementales. 

De tal modo, que se trata de una situación perfectamente tutelada y regulada por el derecho. No se debe olvidar que patrones y trabajadores tienen derechos y obligaciones establecidas en la Ley Federal del Trabajo y en el Art. 123 Constitucional.  Agregamos el hecho de que se encontró que los conflictos suscitados en fechas pasadas, fueron arreglados ante las autoridades correspondientes mediante convenios mutuos entre las partes. 

En otro orden de ideas, no acredita la Asociación los malos tratos contra usuarios, como lo admiten en su propio documento, “por tratarse de cosas muy subjetivas” y, ofrecen sólo algunas notas de prensa.  Debiendo aclarar que las notas de prensa no hacen prueba por sí mismas, esto conforme a diversas jurisprudencias  y tesis emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

4.- La minimización de la importancia del Uso Sustentable del Agua: Documentos o pruebas diversas que acrediten los hechos señalados. 

Se ofrecen diversos criterios de cuantificación basados en documentos diversos de CONAGUA y AGSAL, donde  se pretende establecer que sí existe una sobre explotación de los pozos de agua de Saltillo. No son pruebas contundentes, y no son claras tampoco. Sin embargo, y por tratarse de un tema muy delicado como lo es la eventual escasez del agua, consideramos que se debe tomar en cuenta la queja y que se haga un estudio al respecto por parte de las autoridades competentes y con la tecnología, recursos humanos y financieros para hacerlo. Esto basado en el hecho innegable de que el agua se está agotando en todo el mundo, no sólo en Saltillo. 

5.- Caso omiso de las quejas: ¿Cuáles quejas, qué autoridades hicieron caso omiso? Y la acreditación debida de las mismas....

Se muestran algunos documentos sobre compromisos y audiencias que no se cumplieron por parte del anterior ayuntamiento, donde la propia Asociación señala que las audiencias y las respuestas por parte de autoridades municipales y estatales fueron escuetas y parciales.  Violentando sus derechos de audiencia, de acceso a la información y de petición. 

Del análisis encontramos lo siguiente: 

1.-  Es menester que el ayuntamiento actual reciba y atienda las quejas que se generen contra el organismo, sobre todo aquellas que están sustentadas con pruebas.

2.- Independientemente de que se aprueben o no las propuestas de los ciudadanos o del Asociación, el Ayuntamiento tiene el deber y el derecho de exigir a AGSAL que cumpla con todos y cada uno de los compromisos contraídos en los contratos de Asociación y Asistencia Técnica. 

3.-  El derecho de petición debe ser respetado en todo momento a los ciudadanos, conforme a lo previsto en el Art. Octavo Constitucional y el 17, Fracción Tercera de la Constitución Política Local,….a toda petición debe recaer una respuesta; sea esta positiva o negativa, pero debe haber respuesta.  

De la parte titulada como Información obtenida:

1.- Respuesta a varias solicitudes de información: ¿Qué solicitudes? Y los documentos que acrediten lo vertido.

Acredita la parte quejosa que ha ejercido el derecho de Acceso a la Información en las formas y términos debidos, y que en varias ocasiones tuvieron que ejercitar el Recurso  de Reconsideración ante el ICAI.  Acusan a AGSAL de opacidad frecuente.  Pero no señalan en concreto a qué cosas se refieren con lo de opacidad, hablan de que mucha de la información que han pedido a AGSAL está etiquetada como reservada. 

Ante esto, es justo advertir,  que una cosa es la información pública mínima, que en todo caso, lo es también la que no esté clasificada como reservada; y otra cosa es la información reservada, derecho que tienen las entidades públicas, siempre y cuando satisfagan varios requisitos previstos en la Ley de Acceso a la Información Pública de Coahuila. Cuando la clasificación de reserva no reúne las condiciones para que se le considere así, el ciudadano interesado puede combatir tal etiqueta de acuerdo a la misma ley de acceso. Lo que es un derecho particular de cada quien en esta entidad. 

2.- Respuestas de AGSAL a un cuestionario de la Universidad Autónoma Metropolitana: ¿De qué fecha, respondido por quién? Y el documento descrito.

Se anexó el propio cuestionario, y un análisis de las respuestas al mismo. Donde se pretenden demostrar irregularidades diversas cometidas por AGSAL.

Al respecto, esta dictaminadora, considera prudente tomar la siguiente consideración de derecho.

Un cuestionario que no esté realizado por autoridad oficial  y, que sea parte de un proceso de auditoría, fiscalización  o investigación legal, no puede tener la validez necesaria para juzgar conforme a derecho sus resultados.

3.- Auditoria practicada por la Contaduría Mayor de Hacienda en el periodo de octubre de 2001 a diciembre de 2002: El documento descrito.

Ya mencionamos en otro punto, que en este caso, debe acreditarse que las violaciones, irregularidades o faltas administrativas aún están vigentes. Tampoco se demuestra lo mismo con la auditoría referente a la fecha 2004. 

Se hace mención especial de que las auditorias diversas que señalan los interesados en varios de sus puntos o acusaciones, ya fueron aprobadas por el Congreso del Estado, con lo que, por principio legal,  son cosa juzgada y concluida. 

4.- Legislación Federal y Estatal vigente: La que considere que ha sido violada y las pruebas que acrediten dichas violaciones. 

Señalan violación al  115, Fracción IV inciso C, de la Constitución General de la República, al decir que AGSAL cobra por los servicios de agua a los edificios públicos de Saltillo.

No acreditan la violación a este precepto con pruebas claras y argumentadas referente a edificios públicos, no se anexan recibos o documentos que señalen expresamente qué edificios son los que comentan. Esto sin tomar en cuenta que la propia Ley de Agua Potable y Alcantarillado de Coahuila señala lo siguiente:
ARTICULO 12.- Los servicios de agua potable, drenaje y alcantarillado no podrán ser objeto de exención alguna. Los usuarios particulares, los gobiernos y dependencias o entidades federales, estatales o municipales, instituciones educativas y culturales o de asistencia pública o privada en consecuencia, estarán obligados a su pago.

Las violaciones supuestas a la Ley General de Salud y a la propia estatal ya fueron analizadas en otro punto de este dictamen. 

Refieren además los quejosos, violaciones a la Norma: NOM-127-SSA1-1994, sobre la cual, ellos mismos reconocen no tener pruebas documentales fehacientes, pero que han podido “mirar” algunos documentos.  Lo mismo sucede con la Norma 179-SSA1-1998.  Manifiestan sin embargo, que lo que sí han podido acreditar es que AGSAL no posee el certificado de Calidad Sanitaria del Agua. Pero, no ofrecen prueba alguna de que esta condición persista hasta los días de hoy, lo que no permite tomar una resolución adecuada a ese respecto. Sin embargo y por el riesgo para la salud de miles de personas, dichos manifiestos serán tomados en cuenta por esta dictaminadora.

Las violaciones a los artículos 24, 28, 29, 32, 73 y 74 de la Ley Para los Servicios de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado de Coahuila aplican más bien a los sistemas denominados, SIMAS. 

5.- Documentos publicados por AGSAL en su página WEB: ¿Qué documentos y cuáles son las violaciones?...

Señalan varias modificaciones a los Estatutos, donde la mayor parte de las imputaciones, se centran en que dichas modificaciones no se han publicado en la Página Web de AGSAL, en cuyo caso, el Ayuntamiento debe obligar al organismo a publicar dichas actualizaciones. 

6.- Artículos relevantes de varios diarios: Proporcionar dichos artículos y las pruebas que concuerden  y convaliden cada uno de ellos. 

Se presentaron diversas notas de periódicos en formato Word en disco CD.  Pero las notas periodísticas, por sí solas no pueden ser tomadas como pruebas, de acuerdo a criterios legales y jurisprudenciales diversos.

7.- Veracidad de informes oficiales y compromisos establecidos en los contratos de asociación y de asistencia técnica: ¿Què hechos, qué informes y qué compromisos? Anexar documentos que prueben los  incumplimientos. 

En este caso, se trata de una suma entre cuestiones de eficiencia, compromisos en los contratos descritos y datos extraídos de las auditorías de la Contaduría Mayor de Hacienda.

A este respecto, ya mencionamos que esas auditorias fueron ya dictaminadas y aprobadas por el Congreso del Estado, mientras que lo referente a eficiencias y contradicciones de tipo estadístico en los números de AGSAL, no fueron sustentados con pruebas fehacientes. Sin tomar en cuenta que a veces se trata de errores de dedo o de impresión, que pueden ser corregidos mediante fe de erratas.

8.- Tratados internacionales violados por AGSAL

Se hace mención del Decreto Promulgatorio del Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, adoptado en la ciudad de San Salvador, el 17 de noviembre de 1998.  Y posteriormente por México en 2003.

 Debe detallarse que el citado derecho al agua, se haya más bien implícito en el protocolo de referencia, no hay señalamiento claro al respecto, y se le “considera” más bien un aspecto del apartado denominado “derecho a la salud”. Donde podemos ver que esos derechos se encuentran ya incluidos y de manera más clara en nuestra Constitución General de la República que consagra el derecho a la Salud, a la Educación y a un Medio Ambiente Sano para todos, por tanto, es justo aclarar que México y el estado de Coahuila reproducen prácticamente en todo los deberes pactados en el Protocolo de San Salvador, incluyendo los derechos laborales, las pensiones, la nutrición, la asistencia médica, el derecho a la Constitución y a la Protección de las Leyes…entre otros. La Nación ha realizado grandes esfuerzos por cumplir con dichos mandatos constitucionales que ya existían desde antes de la celebración del citado Protocolo

Además, AGSAL no ha suscrito ni ha firmado este Decreto.

Es de hacer notar, que sin embargo, sí existen consideraciones en los cobros para los grupos más vulnerables económicamente hablando. Lo que se puede verificar en la Ley de Ingresos de Saltillo para el año 2006 en su artículo transitorio:

 CUARTO.- Tratándose del pago de los derechos que correspondan a las tarifas de agua potable y alcantarillado se otorgará un 50% de descuento a pensionados, jubilados, adultos mayores y a personas con capacidades diferentes, única y exclusivamente respecto de la casa habitación en que tengan señalado su domicilio, siempre que el consumo mensual no exceda 30 m3……..

Mismo beneficio que se reproduce en todas las leyes de ingresos de los restantes 37 municipios del estado.

En cuanto a las estadísticas, graficas y demás datos de tipo técnico referentes a extracción y explotación de agua, medidas volumétricas y demás.  Las evidencias se basan en supuestas contradicciones que hay en diversos documentos de AGSAL, pero, si bien los interesados ofrecen una explicación escrita de las supuestas contradicciones, no anexaron los documentos públicos que las sustenten en su paquete de pruebas.

Es de hacer notar que los temas y denuncias presentadas  en su mayoría son competencia exclusiva del ayuntamiento saltillense, esto en respeto a su autonomía y derecho a autorregularse; derechos plasmados en el Art. 115 de la Constitución General de la República. 

Sin embargo, no puede negarse el derecho que tienen los ciudadanos les sean recibidas sus quejas y peticiones por parte de las autoridades, en este caso, las municipales. Y especialmente, deben ser atendidas las que provengan de grupos organizados de colonos o usuarios de algún servicio público municipal; situación prevista  en los artículos:

158U, Fracción I, numeral 1 de la Constitución Política de Coahuila.  Que consigna: el deber de establecer  las disposiciones y reglas necesarias que:

..... aseguren la participación ciudadana y vecinal, de conformidad con las bases generales que establezcan las leyes en materia municipal. 

Fracción VIII…. VIII. En materia de participación ciudadana y vecinal: 
1. Formular programas de organización y participación social que permitan una mayor cooperación entre autoridades y habitantes del Municipio.

2. Promover la participación de los diferentes sectores organizados del Municipio y de los habitantes interesados en la solución de la problemática municipal y en la formulación del Plan de Desarrollo Municipal.

3. Promover la organización de asociaciones de ciudadanos.

4. Reglamentar y establecer las bases que organicen la participación, colaboración y cooperación de los vecinos en la prestación, construcción y conservación de los servicios y obras públicas.

5. Establecer e instrumentar mecanismos efectivos, funcionales y democráticos de participación comunitaria directa para la toma de decisiones fundamentales hacia el interior del gobierno municipal....

Quinto.- Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora del Agua, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 113, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Acuerdo

Primero.- Que no es atendible la Proposición con Punto de Acuerdo planteada  por el Promovente en algunos de sus puntos.

Segundo.- Que  por certeza, objetividad y transparencia, se debe exhortar a la empresa paramunicipal Aguas de Saltillo, a que responda de manera expedita y clara las peticiones ciudadanas y los accesos a la información; incluyendo en la página Web toda la información pública mínima a que obliga el artículo 24 de la Ley de Acceso a la Información Pública del Estado de Coahuila.

Tercero.- Es igualmente viable y atendible que se exhorte al Ayuntamiento de Saltillo a realizar una reunión de acercamiento entre los usurarios inconformes, Aguas de Saltillo y el propio Cabildo, a fin de ventilar y aclarar las dudas de los primeros.

Cuarto.-  Que se haga un atento y respetuoso exhorto a la empresa AGSAL para que se incrementen los programas y medidas de ahorro de agua, explotación sustentable de pozos y preservación del vital líquido para las generaciones futuras. Que se le exhorte igualmente a dar cumplimiento a todas las normas sanitarias a que está obligada la empresa.
Quinto.-  Que este Congreso dirija los exhortos anteriores a las autoridades descritas, en los términos y formas señaladas.

Saltillo, Coahuila a 28 de Agosto de 2006

Por la Comisión del Agua

Los C.C  Diputados:

Silvia Guadalupe Garza Galván

Coordinadora

José Refugio Sandoval Rodríguez 
Jorge Antonio Abdala Serna

Alfio Vega de la Peña 
Antonio Juan Marcos Issa

Juan Alejandro de Luna González  
Jorge A. Guajardo Garza

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE DESARROLLO SOCIAL Y DE ASUNTOS MUNICIPALES, DE LA QUINCUAGESIMA SEPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "MUNICIPIOS DE ALTA MARGINACIÓN Y POBREZA". 

Dictamen que emiten las Comisiones unidas de Desarrollo Social y de Asuntos Municipales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto a la proposición con puntos de acuerdo sobre los "municipios de alta marginación y pobreza", que presenta el Diputado Raúl Xavier González Valdés, del grupo parlamentario" Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional; y 

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada el día 23 de mayo de 2006, el Pleno del Congreso trató lo relativo a una Proposición con Puntos de Acuerdo, que fue turnada a la Comisión de Desarrollo Social y a la Comisión de Asuntos Municipales para su dictamen correspondiente mediante oficio suscrito por el Oficial Mayor. 

SEGUNDO. Que la proposición refiere: "municipios de alta marginación y pobreza", y fue presentado por el Diputado Raúl Xavier González Valdés, del grupo parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional. 

TERCERO. Que en relación al primero de los puntos de acuerdo se pide: Que este Honorable Congreso del Estado de Coahuila, se pronuncie para Solicitar al Ejecutivo Federal de la manera más atenta, tenga a bien de considerarlo pertinente instruir a las Secretarías de Estado competentes, al efecto de que el municipio de Ramos Arizpe Coahuila, pueda ser considerado como un municipio de alto grado de pobreza y marginación, y por tanto pueda ser parte de los programas que se aplican en beneficio de dichos municipios. 

CUARTO. Que en el segundo de los puntos de acuerdo se pide: Que este Congreso del Estado, envíe un atento comunicado al titular de la Comisión Nacional de Población, al efecto de que el municipio de Ramos Arizpe Coahuila, de acuerdo a los parámetros que esta misma dependencia establece, pueda ser considerado como de alto grado de pobreza y marginación, y por tanto, goce de los programas que se aplican en beneficio de los mismos para poder lograr su desarrollo económico y sobre todo su inclusión social.
QUINTO. Que como tercer punto de acuerdo se pide que el documento sea turnado a las Comisiones de Desarrollo Social y Asuntos Municipales de este Congreso, para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que las Comisiones de Desarrollo Social y Asuntos Municipales son competentes para conocer y resolver sobre los asuntos turnados por el Pleno del Congreso y que pueden dictaminar unidas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 108' 116, 132, 135 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.
SEGUNDO. Que ambas Comisiones, han estudiado con detenimiento la proposición con punto de acuerdo sometida a su valoración y no existe impedimento alguno para dictaminar al respecto ya que son competentes para conocer de los programas de desarrollo social de las comunidades urbanas y rurales en el ámbito municipal. 

TERCERO. Que las Comisiones unidas de Desarrollo Social y Asuntos Municipales reunidas para dictaminar y estando presentes la totalidad de sus integrantes, analizan los hechos del expediente formado con motivo de las proposiciones con puntos de acuerdo recibidas conforme a la ley. 

CUARTO. Que del análisis de la proposición con puntos de acuerdo sobre el tema de la marginación y la pobreza del municipio de Ramos Arizpe y la información obtenida del Conteo de Población y Vivienda 2005 realizado por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI), se desprende que: 

1.
El índice de marginación municipal refleja el grado de las carencias de la población que no cuenta con los bienes y servicios esenciales para la satisfacción de sus necesidades básicas. Este índice constituye el inverso del índice de desarrollo humano, es decir, que los municipios con grado bajo de desarrollo humano tienen un índice de marginación muy alto y viceversa. 

2. 
Según el Consejo Nacional de Población (CONAPO), existen 5 categorías de marginación social en México: muy alta, alta, media, media baja y muy baja. En el año 2000 los municipios de Coahuila no se ubicaron dentro de las categorías de alta o muy alta marginación, por lo que los casos más apremiantes los constituyen los municipios ubicados en la categoría media. 

3.
El estado de Coahuila se ubica entre los cuatro estados a nivel nacional con un índice de marginación muy bajo de -1.202, sin embargo, al interior de la entidad existen municipios con localidades, colonias y barrios que pueden tener la categoría de muy alta marginación. 

4. 
De los 38 municipios que hay en Coahuila, 16 se consideran en la categoría de muy baja marginación, 16 se colocan como de baja marginación y 6 dentro de la categoría media. Los municipios clasificados en esta última categoría son: Ocampo, Candela, Jiménez, Juárez, Viesca y General Cepeda, siendo este último el municipio que presenta el mayor grado de marginación con -0.462 y con el más bajo grado de marginación de -2.009 se ubica Saltillo. 

5.
Al comparar entre si a los 6 municipios con mayor rezago ubicados en categoría media y tomando como medida a las viviendas que no cuentan con energía eléctrica, agua entubada y drenaje, así como las viviendas con piso de tierra y la población mayor de 15 años analfabeta, se tiene que Ocampo ocupa el primer lugar como el municipio con menor porcentaje de viviendas que disponen de energía eléctrica (7.04%), agua entubada (31.83%) y un mayor número de viviendas con piso de tierra (30.52%). 

6. El municipio de Jiménez ocupa la segunda posición en porcentaje de viviendas que carecen de electricidad (5.61 %), agua potable (22.5%) y drenaje (61.31%), sin embargo con un 4% ocupa el tercer lugar en viviendas con piso de tierra. General Cepeda que ocupa las últimas posiciones dentro del grupo, presenta rezagos muy importantes en la población analfabeta, en donde 11.2% no saben leer ni escribir, representando un 15% de la población del municipio. 

7.
Para la región sureste, compuesta por los municipios de General Cepeda, Arteaga, Parras, Ramos Arizpe y Saltillo, es posible ver las diferencias contrastantes que existen hacia el interior del estado y dentro de una misma región, al tener la posibilidad de comparar a los municipios con mayor y menor índice de marginación en el contexto estatal. Así por ejemplo, la proporción entre las viviendas que no cuentan con energía eléctrica en General Cepeda y Saltillo, es de 7 a 1; por cada hogar saltillense que no cuenta con servicios de agua potable o drenaje existen 2 y 9 respectivamente que no cuentan con alguno de estos servicios en General Cepeda; por cada 4 viviendas con piso de tierra que existen en General Cepeda, en Saltillo sólo existe una. 

8.
Si se compara el porcentaje municipal contra el promedio estatal, se obtiene que Ocampo se encuentra con casi 10 veces menos viviendas que no disponen de energía eléctrica (7.04% contra 0.68%). En el caso de los municipios ubicados en categoría media de marginación esta Sierra Mojada, donde casi 2 de cada 10 hogares no tienen energía eléctrica ni agua potable. El municipio de Progreso con 4 de cada 10 viviendas sin drenaje y 1 de cada 10 sin agua entubada, con el 7.3% d '/ la población de hombres y mujeres mayores de 15 años sin saber leer  ni escribir.
9.
Coahuila, se encuentra muy por arriba del promedio nacional en cada uno de los rubros, de tal suerte que en promedio menos del 1% del total de viviendas no tienen energía eléctrica, mientras que a nivel nacional un 3% carecen de ella. En disponibilidad de agua potable y drenaje, la diferencia es de casi 4 a 1, es decir, por cada hogar coahuilense que no dispone de este servicio, existen en promedio 4 en el país.

10.
En cuanto a la continuidad educativa que tienen los coahuilenses una vez concluida su educación básica de 9.3 grados en promedio, se tiene que muy pocos acceden a la educación media, particularmente en los municipios menos urbanizados: Hidalgo, Villa Unión y General Cepeda, presentan una menor asistencia escolar de jóvenes entre 15 y 24 años, lo que significa que en promedio 1.5 de cada 10 jóvenes tienen acceso a la educación media. En Monclova, Torreón y Saltillo respectivamente, 4 de cada 10 coahuilenses en este mismo rango de edad cursan su educación preparatoria. Es menester abatir el rezago en materia de infraestructura educativa para competir con nuestros socios comerciales de Estados Unidos y Canadá, que mantienen en promedio 13 grados de escolaridad. 
11.
Identificar los distintos grados de marginación existentes en el estado, permite definir las estrategias y orientar los esfuerzos para avanzar en el proceso de desarrollo social y económico, trasladando sus beneficios hacia las regiones que tradicionalmente han quedado rezagadas, para que aquéllos municipios clasificados como de media marginación, puedan elevar su calidad de vida, pasando a un nivel bajo de marginación hasta llegar en forma progresiva a un estado sólido de desarrollo humano. 

12.
Según datos estadísticos de la Secretaría de Desarrollo Social Federal (SEDESOL), menciona que de los cerca de 26 millones de habitantes rurales del país el 70% carece de ingresos suficientes para cubrir los requerimientos básicos de alimentación, salud, educación y vestido; de esos, el 35% no percibe un ingreso que le permita pagar al menos su alimentación. 
13.
Que no deben ser utilizados los mismos parámetros de medición de las zonas de alta marginación ya que existen municipios considerados de muy baja marginación por su crecimiento industrial, sin embargo, deberán de considerarse factores tan importantes como el agua potable, drenaje, piso de tierra y rezago educativo (analfabetismo, escuelas primarias y secundarias), principales requerimientos de las persona que habitan en las zonas rurales, como es el caso del estado de Coahuila que por su extensión territorial cuenta con comunidades rurales totalmente alejadas en algunos casos incomunicadas, de cabecera municipal.
14.
Para medir la marginación, es importante tomar como referencia el programa de Oportunidades, que mide la pobreza y marginación en las comunidades rurales y algunos asentamientos humanos de las ciudades, ya sea que se encuentren o no ubicadas en un municipio considerado de alto grado de marginación, no solamente aquellos que estén considerados dentro de las 250 micro-regiones más pobres del país o del contrastante muy bajo grado de marginación, y sea con esta referencia y metodología como se mida la pobreza y marginación para poder obtener el beneficio y acceso a un mayor número de programas asistenciales. 

QUINTO. Que de lo anteriormente expuesto y analizado, estas Comisiones unidas de Desarrollo Social y de Asuntos Municipales, con fundamento en los artículos 96, 99, 102, 108, 130, 131, 132, 135 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, 
ACUERDAN
PRIMERO. Que de conformidad a lo motivado y fundado, estas Comisiones unidas de Desarrollo Social y de Asuntos Municipales resuelven enviar al Titular del Ejecutivo Federal un atento comunicado solicitando su apoyo para que tenga a bien incluir a todos los habitantes de las zonas rurales del estado de Coahuila en los programas dirigidos a la atención de las comunidades rurales y zonas marginadas, girando la instrucción que corresponda a los titulares de las Secretarías del Ramo. 

SEGUNDO. Que este dictamen sea enviado a la Comisión de Desarrollo Social del Congreso de la Unión, para su adición y seguimiento; al titular de la Secretaría de Desarrollo Social Federal, para la instrumentación de los programas de apoyo a las personas con alto grado de marginación en las zonas rurales de Coahuila, y al titular de la Comisión Nacional de Población, al efecto de que las zonas rurales de Coahuila sean consideradas como de alto grado de pobreza y marginación, y por tanto, gocen de los programas que se aplican en beneficio de las mismas, considerando en particular, al municipio de Ramos Arizpe, Coahuila.

TERCERO. Que la Comisión de Desarrollo Social del Congreso sostenga reuniones periódicas con la Secretaría de Desarrollo Social del Estado, con la finalidad de mantener una estrecha comunicación y actualización de la información con relación a los elementos de marginalidad municipal del Estado. 

Así lo acordaron y firman los integrantes de las Comisiones unidas de Desarrollo Social y de Asuntos Municipales, los CC. Diputados: 
ALFIO VEGA DE LA PEÑA

COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE DESARROLLO SOCIAL

LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS MUNICIPALES

JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

MIGUEL ANGEL RIQUELME SOLIS

JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE

ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ

SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN

JESÚS MANEUL PÉREZ VALENZUELA

VIRGILIO MALTOS LONG

JULIETA LÓPEZ FUENTES

HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA

FRANCISCO SARACHO NAVARRO

FRANCISCO JAVIER Z’CRUZ SÁNCHEZ

LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS

JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO

ALFREDO GARZA CASTILLO





































